
Señor: 

JUEZ PROMISCUO MUCNICPAL (R).  

FUNDACIÓN – MAGDALENA. 

E.S.D 
 
 
 

Ref. ACCION DE TUTELA. 

ACCIONANTE: CARLOS GUSTAVO GAMARRA ANDRADE. 

ACCIONADOS: SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA, GOBERNACION 

DEL MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL. 

 

CARLOS GUSTAVO GAMARRA ANDRADE, mayor de edad con domicilio y 

residencia en el Municipio de Fundación Magdalena, identificado 

civilmente con la cedula de ciudadanía número 19.600.323, expedida en 

Fundación, con dirección electrónica cgamarraandrade@hotmail.com 

actuando en nombre propio y en mi condición de padre cabeza de familia, 

acudo de manera respetuosa ante su despacho para interponer ACCION 

CONSTITUCIONAL DE TUTELA, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 86 de la Constitución Política y los Decretos reglamentarios 2591 de 

1991 y 1382 de 2000, para que judicialmente se me conceda la protección 

de mis derechos Constitucionales y fundamentales al DEBIDO PROCESO, 

ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA, IGUALDAD, los cuales están siendo 

violado como consecuencia de la omisión y pronunciamiento o por acción 

de hecho de la SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA, 

GOBERNACION DEL MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL, 

lo cual sustento conforme los siguientes: 

 

HECHOS 
 

PRIMERO: Fui nombrado en el cargo de docente provisional en la Institución 

Educativo “ALBERTO CABALLERO”, ubicada en el corregimiento de 

Monterrubio cabecera Municipal Sabanas de San Ángel – Magdalena, 

mediante el D.0444/septiembre 6 /2017. 
 

SEGUNDO: Posteriormente, el día 30 de enero de 2024, la Secretaria de 

Educación del Nivel Departamental, profirió el D.077/01/30/2024, donde fui 

desvinculado del servicio como docente de la Institución Educativo 

“ALBERTO CABALLERO”, con ocasión al proceso de selección número 2150 A 

2237 DE 2021, 2316 y 2406 DE 2022. 
 

TERCERO: Ante la SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA, 

GOBERNACION DEL MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL, 

presente la solicitud para ser incluido en el listado de reten social, teniendo 

en cuenta el cumplimiento de mi parte de los requisitos, la cual las entidades 

antes mencionadas accedieron en legal forma.   
 

CUARTO: LA GOBERNACION DEL MAGDALENA, a través de la SECRETARIA DE 

EDUCACION DEL MAGDALENA, profirió comunicado donde publica el listado 

de vinculación al retén social, en el cual Salí beneficiado como PADRE 

CABEZA DE HOGAR, (Listado No. 2 Puesto 85), por cumplir los requisitos 

exigidos.   
 

QUINTO: El día 26 de abril /2024, recibí llamada de la señora TATIANA 

VILORIA, quien se idéntico como funcionaria de SECRETARIA DE EDUCACION 

DEL MAGDALENA, donde me informo que el motivo de la llamada, era para 

que enviara una declaración juramentada ante notario que hacía falta 

para acreditar mi condición de padre cabeza de familia o tutor, documento 

que fue enviado con carácter inmediato en la fecha indicada 

anteriormente. 
 

SEXTO: La SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA, GOBERNACION DEL 

MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL, profirió el 
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D.319/mayo 6/2024, por medio del cual hacen unos nombramientos, en el 

no validan mi cargo como docente por contar con los soportes remitidos 

por la ETC, es decir la declaración juramentada ante notario, la cual fue 

enviada el día 26 de abril /2024, a la señora TATIANA VILORIA, quien se 

idéntico funcionaria de la SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA, 

actuación esta que vulnera mis derechos Constitucionales y fundamentales 

de DEBIDO PROCESO, ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA, IGUALDAD. 
 

SEPTIMO: Tengo la condición de padre cabeza de familia o tutor de mis 

menores hijos KARLA SHADAY y CARLOS JOSE GAMARRA GARRIDO, la cual 

está siendo vulnerada por la actuación de SECRETARIA DE EDUCACION DEL 

MAGDALENA, GOBERNACION DEL MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL, al no tener en cuenta mi vinculación en el listado de reten social 

de la cual hago parte. 
 

OCTAVO: Por mi condición de padre cabeza de familia tengo a cargo las 

obligaciones de alimentación, educación, vivienda, recreación, salud y 

vestuario de mis menores hijos KARLA SHADAY y CARLOS JOSE GAMARRA 

GARRIDO, las cuales sostengo con el salario como docente, afectadas por 

no haber sido nombrado mediante el D.319/mayo 6/2024, por la SECRETARIA 

DE EDUCACION DEL MAGDALENA, GOBERNACION DEL MAGDALENA Y 

MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL, estando inscrito en la relación de 

docentes que hacemos parte del retén social. 
 

NOVENO: Mis menores hijos KARLA SHADAY y CARLOS JOSE GAMARRA 

GARRIDO, se encuentran cursando los estudios de secundaria y estudios 

superiores, los cuales como padre cabeza de familia los cancelo con el 

salario como docente, condición que se vulnero por parte de SECRETARIA 

DE EDUCACION DEL MAGDALENA, GOBERNACION DEL MAGDALENA Y 

MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL, al no haber incluido mi 

nombramiento como docente en el D.319/mayo 6/2024, donde cumplo con 

los requisitos al igual que los demás docentes nombrados. 
 

DECIMO: En la actualidad no recibo más ingresos o apoyo económicos para 

cubrir los gastos de alimentación, educación, vivienda, recreación, salud y 

vestuario de mis menores hijos KARLA SHADAY y CARLOS JOSE GAMARRA 

GARRIDO, los cuales están siendo afectado por la omisión del listado del 

retén social por parte de SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA, 

GOBERNACION DEL MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL. 
 

DECIMO PRIMERO: La omisión de mis derechos Constitucionales y 

fundamentales al debido proceso, estabilidad laboral reforzada, igualdad; 

por parte SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA, GOBERNACION DEL 

MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL, en la actualidad me 

encuentro desvinculado del cargo como docente, causándome un 

perjuicio irremediable teniendo en cuenta que el pago de las obligaciones 

de alimentación, educación, vivienda, recreación, salud y vestuario de mis 

menores hijos KARLA SHADAY y CARLOS JOSE GAMARRA GARRIDO, 

dependen de mí salario como docente.  
 

DÉCIMO SEGUNDO:  Es claro que la SECRETARIA DE EDUCACION DEL 

MAGDALENA, GOBERNACION DEL MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL, con la emisión del D.319/mayo 6/2024, no tuvo en cuenta mi 

reubicación como docente a las madres y padres cabeza de hogar como 

es mi condición, muy a pesar de cumplir con los requisitos no fue incluido mi 

nombramiento en el citado decreto, vulnerándose mis derechos 

Constitucionales y fundamentales de debido proceso, estabilidad laboral 

reforzada e igualdad, lo cual violenta en conexidad los derechos de mis 

menores hijos KARLA SHADAY y CARLOS JOSE GAMARRA GARRIDO, al obstruir 

la posibilidad de recibir alimentación, educación, vivienda, recreación, 

salud y vestuario a que tienen derecho como población infantil de 

protección Constitucional. 



 

DECIMO TERCERO: Con el actuar de la SECRETARIA DE EDUCACION DEL 

MAGDALENA, GOBERNACION DEL MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL, vulnera mis derechos y principios constitucionales, al DEBIDO 

PROCESO, ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA e IGUALDAD, al proferir un acto 

administrativo (D.319/mayo 6/2024) sin motivación jurídica sustancial y 

estabilidad laboral reforzada.   
 

PETICIÓN 

1. Pido al señor Juez, tutelar mis derechos Constitucionales y 

fundamentales al DEBIDO PROCESO, ESTABILIDAD LABORAL 

REFORZADA, IGUALDAD, los cuales están siendo vulnerado de manera 

clara por SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA, 

GOBERNACION DEL MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL. 

2. Como consecuencia de lo anterior ordenar a la SECRETARIA DE 

EDUCACION DEL MAGDALENA, GOBERNACION DEL MAGDALENA Y 

MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL, ser incluido como docente en 

el D.319/mayo 6/2024, por cumplir los requisitos frente a las demás 

personas donde se le valido su nombramiento. 

 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 

 

Invoco los artículos 13, 29, 83 y 228 de la Constitución Política y el Decreto 

2591 de 1991. 
 

VULNERACIÓN AL DEBIDO PROCESO CREA NULIDAD POR ERROR AL 

MOMENTO DE SUSTANCIAR ACTOS ADMINISTRATIVOS. (Sent. 00064 de 2018 

Consejo de Estado). 
 

La motivación, como ya dijimos, es un medio técnico de control de la 

causa del acto, la cual falto en el D.319/mayo 6/2024, proferido por 

SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA, GOBERNACION DEL 

MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL. Por ello no es un 

simple requisito meramente formal, sino de fondo (más técnicamente: la 

motivación es interna corporis, no externa; hace referencia a la 

perfección del acto más que a formas exteriores del acto mismo). Quiere 

decirse que la motivación ha de ser suficiente, esto es, ha de dar razón 

plena del proceso lógico y jurídico que ha determinado la decisión, Por 

ejemplo: no bastaría jubilar a un funcionario invocando simplemente una 

razón de "incapacidad física"; habrá que concretar qué incapacidad 

física en particular y cómo se ha valorado y en qué sentido la misma 

justifica legalmente la resolución." (Citas del original no transcritas).  
 

Por ende, se concluye lo siguiente, en relación con el caso sub examine: 

a. El debido proceso es un derecho fundamental que debe ser protegido 

en el marco de cualquier actuación, sea esta administrativa o judicial. b. 

El debido proceso administrativo es un derecho subjetivo que debe ser 

protegido como un tipo del derecho fundamental al debido proceso. c. 

La protección del debido proceso administrativo, y, por ende, del 

derecho fundamental al debido proceso, es predicable tanto de 

actuaciones administrativas que culminan con la expedición de actos 

generales como particulares, por cuanto ninguna distinción fue 

establecida constitucionalmente con base en la generalidad o 

especificidad del acto administrativo con que se concluye el 

procedimiento administrativo respectivo d. La falta de motivación del 

acto administrativo es un requisito de fondo que no sólo conlleva la 

declaratoria de nulidad del acto administrativo, sino la violación del 

derecho " fundamental al debido proceso, entre otras normas 

constitucionales. 

 



Según el artículo 209 de la Constitución Política, la función pública se 

desarrolla conforme al principio de publicidad. Por ende, la carencia de 

motivación del acto administrativo como lo fue el D.319/mayo 6/2024, 

proferido por SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA, 

GOBERNACION DEL MAGDALENA Y MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL, es violatoria del principio de publicidad, dado que, 

precisamente, le otorga un carácter reservado o privado a razones que 

deben ser de público conocimiento. Por tanto, la falta de motivación 

implica que no hay una exposición clara del motivo que realmente 

originó una decisión en particular.  
 

Finalmente, conforme al artículo 103 de la Carta, los servidores públicos 

están al servicio de la comunidad. En este sentido, una medida que le 

impide a la sociedad conocer los motivos que fundamentan una 

decisión es contraria al mandato constitucional contenido en el artículo 

citado. 

 

DEL RETEN SOCIAL 
 

El retén social, estaba definido por la Ley 790 de 2002, como una “una medida 

afirmativa de protección laboral tendiente a dar cumplimiento a la igualdad real y 

efectiva consagrada en la Constitución, que busca que en los procesos de reforma 

institucional se otorgue una protección mayor, en materia de permanencia y 

estabilidad en el empleo a ciertas categorías de sujetos, son ellas las personas con 

limitaciones físicas, mental, visual o auditiva; las madres y padres cabeza de familia 

sin alternativa económica y las personas próximas a pensionarse. 
 

La norma precitada, fue reglamentada mediante el decreto 190 de 2003, 

indicando:  

“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002, dentro 

del Programa de Renovación de la Administración Pública no podrán ser retirados 

del servicio las madres cabezas de familia sin alternativa económica, las personas 

con limitación física, mental, visual o auditiva, y los servidores que cumplan la 

totalidad de los requisitos de edad y tiempo de servicio para disfrutar de su pensión 

de jubilación o de vejez, en el término de tres (3) años, según las definiciones 

establecidas en el artículo 1° del presente decreto”. 
 

Pues bien, al respecto, el máximo Tribunal Constitucional colombiano, en 

aras de velar por los derechos fundamentales, ha establecido mediante 

Sentencia T084/18 M.P. GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO ha indicado: 
 

En el escenario específico de quienes alegan su calidad de beneficiarios del 

denominado “retén social”, la jurisprudencia constitucional ha sostenido, de 

manera reiterada y uniforme, que la acción de tutela es procedente para 

reclamar dicha condición por dos motivos principalmente: (i) Las personas 

beneficiarias del “retén social” son sujetos de especial protección que, 

además, se encuentran en situaciones de particular vulnerabilidad, dado 

que se trata de madres o padres cabeza de familia, personas en situación 

de discapacidad o próximas a pensionarse. 
 

Así las cosas, tenemos que el retén social, es un plan de acción que es 

aplicable para garantizar la protección de los derechos fundamentales y 

laborales de grupos específicos de personas; Esta medida busca garantizar 

una igualdad real y efectiva en el empleo, otorgando mayor protección en 

términos de permanencia y estabilidad laboral a aquellos sujetos en 

situación de especial vulnerabilidad. 
 

Igualmente, encontramos que la jurisprudencia constitucional colombiana 

ha respaldado la procedencia de la acción de tutela para reclamar el 

reconocimiento de la condición de beneficiario del "retén social". Esto se 

justifica en virtud de que los beneficiarios de esta medida son sujetos que 

requieren una protección especial debido a su situación de vulnerabilidad, 

lo que refuerza la importancia de esta política como mecanismo para 



asegurar la inclusión y la equidad en el ámbito laboral colombiano, a fin de 

evitar la comisión de un perjuicio irremediable. 
 

Pues bien, de acuerdo a lo indicado en las normas precitadas, el retén 

social, es aplicable en los siguientes casos: 
 

1. Madres cabezas de familia sin alternativa económica.  

2. Personas con limitación física, mental, visual o auditiva.  

3. Los servidores que cumplan la totalidad de los requisitos de edad y tiempo 

de servicio para disfrutar de su pensión de jubilación o de vejez, en el término 

de tres (3) años. 
 

DE LAS MADRES y PADRES CABEZA DE HOGAR 

Respecto a las madres cabeza de hogar, tenemos que la Corte 

Constitucional, ha establecido jurisprudencia respecto a los requisitos que 

cobijan este concepto, en la sentencia T-084/18 estableciendo que: 
 

En primer lugar, se requiere que la mujer tenga a su cargo la responsabilidad 

de hijos menores de edad o de otras personas “incapacitadas” para 

trabajar, exigencia respecto de la cual la Corte Constitucional ha formulado 

varias precisiones: 
 

Esta noción implica que la madre cabeza de familia es quien brinda un 

sustento económico, social o afectivo al hogar, de modo que aquella debe 

cumplir con sus obligaciones de apoyo, cuidado y manutención con los 

sujetos a cargo.  
 

i) Esta noción implica que la madre cabeza de familia es quien 

brinda un sustento económico, social o afectivo al hogar, de modo 

que aquella debe cumplir con sus obligaciones de apoyo, cuidado 

y manutención con los sujetos a cargo.  

ii) Igualmente, la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia 

[85] han explicado que se consideran mujeres cabeza de familia 

aquellas que, aun cuando no ejercen la maternidad por no tener 

hijos propios, se hacen cargo de sus padres o de personas muy 

allegadas siempre y cuando ellas constituyan el “núcleo y soporte 

exclusivo de su hogar” 

iii) Así mismo, la jurisprudencia constitucional ha aclarado que una 

mujer no pierde su condición de cabeza de familia por el hecho 

de que las personas a su cargo alcancen la mayoría de edad [86] 

de este modo, cuando se trata de hijos mayores de edad, pero 

menores de 25 años que se encuentran estudiando, esta 

Corporación ha considerado que siguen siendo dependientes de 

la madre cabeza de familia. (negrillas y subrayado fuera del texto)      
    

En el mismo sentido, mediante sentencia T-827/09, donde la Corte 

Constitucional manifestó lo siguiente: 
 

“Así, para ilustrar lo anterior, si las condiciones del caso concreto permiten 

constatar que una mujer prolonga su situación de jefe de hogar, a pesar de 

que los hijos hayan cumplido la mayoría de edad, continuará siendo sujeto 

de especial protección constitucional. Es decir que una mujer no deja de ser 

cabeza de familia por el simple hecho de que las personas a su cargo 

cumplan la mayoría de edad, sino que habrá de constatarse si éstas se 

encuentran imposibilitadas para trabajar, como sucede a los hijos mayores 

de 18 años, pero menores de 25 que continúan estudiando. 
 

La jurisprudencia de esta Corporación ya se ha referido a casos similares 

como el que se estudia en el presente asunto. En efecto, en la sentencia T-

283 de 2006, la Corte indicó que “(…) el Apoderado General de la Empresa 

Nacional de Telecomunicaciones TELECOM en Liquidación no puede 

entender excluidas de la protección prevista en el artículo 12 de la Ley 790 

de 2002 a las madres de hijos mayores de 18 años y menores de 25 

incapacitados para trabajar por razón de sus estudios. Lo expuesto, toda vez 



que el derecho de los menores de 25 años, incapacitados para trabajar por 

razón de los estudios, comporta un avance en materia del reconocimiento 

de los derechos sociales económicos y culturales de la población, cuya 

regresión, de presentarse en el programa de Renovación de la 

Administración, exigiría una justificación razonable y proporcionada. 
 

Pues bien, de los apartes jurisprudenciales transcritos, resulta evidente que la 

corte constitucional ha delineado criterios claros para definir la condición 

de mujer cabeza de familia, destacando que esta designación no se limita 

únicamente a quienes tienen hijos menores a su cargo, sino que también se 

extiende a aquellas que brindan apoyo económico, social o afectivo a otras 

personas incapaces de trabajar, como padres ancianos u otros familiares 

cercanos. Además, se ha establecido que una mujer no pierde su condición 

de cabeza de familia simplemente porque las personas a su cargo alcancen 

la mayoría de edad, especialmente si continúan siendo dependientes 

debido a su educación. 
 

La jurisprudencia también ha subrayado la importancia de proteger los 

derechos sociales, económicos y culturales de la población, 

particularmente en lo que respecta a la educación de los hijos mayores de 

18 años, pero menores de 25, quienes continúan estudiando y, por lo tanto, 

son considerados dependientes de sus madres cabeza de familia. En este 

sentido, se enfatiza la necesidad de justificar de manera razonable cualquier 

intento de regresión en la protección otorgada por la ley a este grupo de 

personas en situaciones de especial vulnerabilidad. 

 

DE LA ACREDITACIÓN COMO MADRE O PADRE CABEZA DE HOGAR 
 

 

Finalmente, en cuanto a la forma en la que se puede demostrar esta la 

condición de madre cabeza de familia, la Corte constitucional ha indicado 

que no depende de una formalidad jurídica sino de las circunstancias 

materiales que la configuran. 
 

La Corte Constitucional ha sostenido que la constatación de los requisitos 

para acreditar la calidad de madre o padre cabeza de familia deberá 

adelantarse en el marco de un procedimiento administrativo con respeto al 

derecho al debido proceso, es así como en sentencia T-835 “en el cual la 

autoridad respectiva valore todas las pruebas que se someten a su 

consideración y que le permitan decidir con certeza que las trabajadoras [o 

trabajadores] no cumplen con las condiciones para ser considerados 

madres o padres cabeza de familia. Lo antepuesto se justifica porque 

estamos en presencia de sujetos de especial protección constitucional, 

quienes pueden quedar en un alto grado de vulnerabilidad al perder su 

empleo. 
 

En el mismo sentido, mediante sentencia T-084/2018, el órgano 

constitucional ha expresado que: 
 
 

En este orden de ideas, conviene resaltar que el análisis probatorio que ha llevado 

a cabo la Corte Constitucional para establecer que una persona reúne las 

condiciones necesarias para considerarse madre o padre cabeza de familia de 

conformidad con el ordenamiento jurídico, se ha fundamentado en distintos 

medios de convicción, entre los cuales se encuentran con frecuencia las 

declaraciones extraprocesales de los solicitantes y personas allegadas así como sus 

manifestaciones dentro del proceso de tutela y los procedimientos administrativos 

adelantados por las entidades respectivas [95] . También, se han valorado los 

certificados de estudios de los hijos a cargo menores de 25 años y la copia del 

documento de identificación de estos últimos [9 (negrillas fuera del texto) 
 

La Corte Constitucional ha sostenido que la constatación de los requisitos 

para acreditar la calidad de madre o padre cabeza de familia deberá 

adelantarse en el marco de un procedimiento administrativo con respeto al 

derecho al debido proceso, “en el cual la autoridad respectiva valore todas 



las pruebas que se someten a su consideración y que le permitan decidir 

con certeza que las trabajadoras [o trabajadores] no cumplen con las 

condiciones para ser considerados madres o padres cabeza de familia” [97] 

así las cosas, Este enfoque asegura que los sujetos de especial protección 

constitucional no queden en un estado de vulnerabilidad al perder su 

empleo, al tiempo que se garantiza un escrutinio riguroso para determinar 

con certeza si los trabajadores cumplen con los requisitos para ser 

considerados como madres o padres cabeza de familia. 

 

JURAMENTO 
 

Manifiesto bajo la gravedad del juramento manifiesto que no he instaurado 

otra acción de tutela por los mismos hechos y pretensiones. 
 

PRUEBAS  

Se adjunta lo siguiente: 

 D.0444/septiembre 6 /2017. 

 D.077/01/30/2024. 

 D.319/mayo 6/2024 

 Comunicado No. 26 

 

ANEXOS 
 

Los enunciados en el capítulo de las pruebas 
 

 

NOTIFICACIONES 

ACCIONADO 

CARLOS GUSTAVO GAMARRA ANDRADE 

Correo electrónico: cgamarraandrade@hotmail.com 
 

ACCIONADOS 

SECRETARIA DE EDUCACION DEL MAGDALENA,  

Correo electrónico: notificacionesjudiciales@sedmagdalena.gov.co   

GOBERNACION DEL MAGDALENA   

Correo electrónico: juridica@magdalena.gov.co  notificacionjudicial@magdalena.gov.co  

MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL 

Correo electrónico: notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co  
 

Señor juez, mediante el presente escrito le manifiesto bajo la gravedad del 

juramento, que las direcciones electrónicas aportadas en la presente 

acción de tutela, corresponden a las utilizadas por las entidades del orden 

publico accionadas, cumpliendo con lo informado por el artículo 8 de la Ley 

2213 de 2022.    

 
De usted 
Atentamente  
 
 
 
_______________________________________ 

CARLOS GUSTAVO GAMARRA ANDRADE. 

CC. 19.600.323, expedida en Fundación.           
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